
la familia, sin separar a los menores de sus progenitores. (queja 18/6116, queja 19/3015, queja 19/5534, 
queja 19/6147).

Pero también es frecuente que las denuncias de riesgo provengan de la familia extensa. En este ámbito 
adquieren protagonismo las quejas remitidas por abuelos, sean estos por línea paterna o materna, que en 
abierta discrepancia con los padres sobre la atención que dispensan a sus nietos, se dirigen al Defensor 
para que intervengamos en su protección. 

Tras dar traslado de estas quejas a los servicios sociales municipales, en el informe que recibimos suele 
resaltarse un trasfondo de fuerte conflictividad familiar, con enfrentamiento entre los padres y su familia 
extensa, o entre la familias extensas paterna y materna, lo cual a su vez influye en la estabilidad familiar y en 
el cuidado que se proporciona a los menores. Dicha conflictividad familiar dificulta en mucho la intervención 
de los servicios sociales y condiciona la efectividad de las posibles ayudas para solventar las carencias y 
problemas detectados.(queja 18/4126, queja 18/7251, queja 19/0379, queja 19/1314). 

Y en cuanto a la conflictividad familiar, no podemos dejar de lado las quejas que recibimos tras producirse 
una ruptura de la relación de pareja, con acusaciones a la otra parte de desatención a los hijos comunes, 
solicitando la intervención de los servicios sociales para que documenten su situación y así poder aportar 
esta prueba en el litigio sobre la guarda y custodia.

Sin dejar de lado la posible veracidad de algunas de las manifestaciones realizadas en estas denuncias, lo 
cierto es que se efectúan en un contexto en que los profesionales intervinientes han de adoptar una actitud 
de prudencia ante el sesgo de la interpretación que la persona denunciante realiza de conductas de la parte 
contraria, culpabilizándola de cualquier cuestión negativa que afecte al hijo que tienen en común. (queja 
19/0505, queja 19/4725, queja 19/6092, queja 19/6527).

Otra de las fuentes de denuncias sobre situaciones de riesgo de menores de edad proceden de personas 
que cumplen condena en prisión. La estancia en prisión de uno de los progenitores conlleva una situación 
de crisis en la organización y funcionamiento de la 
familia, en la que uno de los progenitores se ha de 
hacer cargo de los hijos comunes a solas, o con 
apoyo de familia extensa. 

Esta situación de crisis familiar suele estar 
estrechamente vigilada por los servicios sociales 
de zona en coordinación con los servicios sociales 
de la prisión, no siendo precisa en la mayoría de las 
ocasiones la adopción de medidas de protección 
que impliquen la separación del menor de su 
entorno familiar y social, centrándose la queja 
del interno en la insuficiente ayuda que recibe su 
familia de los servicios sociales, o discrepando de 
los informes que remiten los servicios sociales municipales al Ente Público sobre la evolución de los menores 
con su familia. (queja19/0617, queja 19/1389, queja 19/5044).

También se reciben denuncias procedentes de la dirección o profesorado de centros escolares quienes, 
por su relación directa con los menores, obtienen indicios de posibles situaciones de desatención 
(queja 19/1715, queja 19/3800).

1.7.2.2. Supervisión de las actuaciones de los Servicios Sociales Comunitarios
Nuestra intervención en las quejas o denuncias relativas a situaciones de riesgo se centran en verificar 

el correcto funcionamiento de los instrumentos de detección e intervención social. Asimismo que 
esta intervención resulta congruente con las competencias asignadas a la corporación local y que es 
razonablemente eficaz. 

“Velamos por el 
funcionamiento de los 
instrumentos para la 
detección de situaciones 
de riesgo de menores”
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Queremos centrar nuestra atención en otro de los aspectos que guarda relación con la prevención: que la 
Administración se anticipe a problemas futuros dando respuesta a unos indicadores de riesgo que de no 
ser atendidos a tiempo pueden dar lugar a situaciones de riesgo grave, de difícil solución.

Sobre este particular debemos recordar la necesidad de actualizar la normativa autonómica para clarificar 
el procedimiento que deben seguir por las Corporaciones Locales de Andalucía ante las denominadas 
«declaraciones de riesgo». Se trata de dar respuesta a las previsiones de la Ley 26/2015, de 22 de julio, de 
modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia. 

Hasta el momento en nuestra Comunidad Autónoma el procedimiento para la declaración de desamparo 
de un menor se encuentra regulado en el Decreto 42/2002, de 12 de febrero, del régimen de desamparo, 
tutela y guarda administrativa y las consecuentes medidas al respecto. Sin embargo, dicha norma no 
contempla referencia alguna al procedimiento y actuaciones consecuentes a una previa «declaración de 
riesgo», que se habría de realizar en el ámbito de los servicios sociales del municipio, tratándose esta de 
una de las novedades introducidas por la Ley 26/2015 a la que antes hemos hecho alusión. (queja 19/0461, 
queja 19/5322, queja 19/5561, queja 19/5734).

De tenor diferente son las quejas relativas a la insuficiencia de las prestaciones de que disponen las 
Administraciones Públicas para paliar el contexto que propicia la situación de riesgo: Prestaciones para 
atenuar la carencia de vivienda adecuada; escasez de ayudas económicas para solventar problemas 
puntuales o ayudar a salir de una crisis en la economía familiar (queja 19/4611; queja 19/6293). 

Como contrapunto, también se han de destacar las quejas que inciden en un exceso de celo de los 
profesionales de los servicios sociales comunitarios por efectuar un seguimiento detallado y exhaustivo de 
la evolución familiar y afectar a la privacidad de la vida en familia (queja 19/0982 y queja 19/1088). 

1.7.2.3. Pobreza infantil
Nuestra Constitución proclama un Estado al que define como social, democrático y de derecho. Y le 

atribuye una amplia serie de funciones que no pueden considerarse asépticas y neutrales, al margen del 
tipo de desarrollo económico y político que se practique. Basta observar todo el conjunto de objetivos 
constitucionales expresados en el Capítulo III, del Título I (artículos 39 a 52 de la Constitución), como 
principios rectores de la política social y económica, para comprender que en su consecución mucho va a 
tener que ver la forma y el contenido de los Presupuestos y Hacienda Pública.

La dificultad estriba en cómo pasar de estas proclamas solemnes y principios a realidades tangibles, 
mensurables, susceptibles de evaluación. Este es el motivo por el que diferentes organismos e instituciones 
internacionales, asociaciones y colectivos comprometidos en la defensa de los derechos de las personas 
menores de edad vienen incidiendo en la necesidad de establecer mecanismos que permitan controlar el 
reflejo presupuestario de las diferentes iniciativas de gobierno que tengan que ver con la infancia y juventud. 

Sólo disponiendo de datos cuantitativos y cualitativos sobre los gastos corrientes e inversiones, tanto las 
previstas en los diferentes programas de gasto como las realmente ejecutadas, relacionadas específicamente 
con menores de edad, se puede acometer la tarea de evaluar el acomodo de la acción de gobierno a las 
aludidas previsiones constitucionales.

Y no es baladí esta cuestión. En el Informe del Defensor del Menor de Andalucía de 2018 resaltamos 
los datos de la Encuesta de Condiciones de Vida de 2017, según la cual el 26,3 de los niños, niñas y 
adolescentes menores de 18 años de Andalucía se encuentra en riesgo de pobreza o vive en hogares con 
ingresos por debajo del umbral de pobreza andaluz, siendo así que la tasa de pobreza relativa de las 
personas menores de 18 años es 5 puntos porcentuales más elevada que la tasa de pobreza relativa de la 
población de todas las edades (21,4).

Las personas menores de 18 años suponen el 23,8 de todas las personas con ingresos por debajo del 
umbral de pobreza andaluz en 2017, o lo que es lo mismo, en Andalucía una de cada cuatro personas en 
riesgo de pobreza son menores de edad.
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